


¿QUIÉN mira a quién en la fotografía de tema indígena? ¿En verdad
creemos que ellos y ellas enfrentan pasiva e impávidamente a nues-
tras cámaras? ¿Podríamos afirmar que las fotografías muestran la
realidad? ¿Y, en todo caso, de qué realidad hablaríamos?

La fotografía de tema indígena es una constante dentro de la
historiografía del medio. Paradójicamente, las miles de imágenes
nos hablan más de la vida de los ejecutantes, que de las vidas de los
sujetos fotografiados.

De las fotografías decimonónicas que intentaban explicar a
"esos" individuos, a las fotografías de autor que adoptan personajes
y situaciones, ¿en dónde encontramos los rostros del México Pro-
fundo? Sin duda en todas las imágenes y en ninguna. Por eso no
debe de extrañar que la Fototeca Culhuacán, archivo eminentemen-
te arquitectónico, aporte para esta entrega, imágenes provenientes
de su Fondo Etnográfico.

La colección Raúl Estrada Discua está integrada por poco
más de 1,000 imágenes tomadas entre 1936-1939. Este acervo, pro-
ducto de un proyecto de investigación, cuenta en su gran mayoría
con copias de los originales que resguarda el Instituto de Investiga-
ciones Sociales de la UNAM. La colección refleja una forma particu-
lar de entender y asimilar a los pueblos indios, en donde en la mirada
del fotógrafo se reviste de una motivación "científica", más que de
una intencionalidad plástica. La mayoría de las imágenes son retra-
tos, pero éstos aspiraban a demostrar, sistemáticamente, los rasgos
fenotípicos de los 48 pueblos indios que se rastrearon y documenta-
ron. Así, el motivo principal de este levantamiento fue el rostro huma-
no, el individuo aislado de su comunidad.

Difieren de este registro las miradas de otros autores, en don-
de destacan las imágenes tomadas por Berenice Kolko entre 1950-
1955. Una pequeña colección integrada por 80 fotografías, en donde
la cotidianeidad indígena quedó plasmada en bellos instantes, gra-
cias a la equilibrada visión de esta fotógrafa húngara, avecindada en
nuestro país.

Al paso del tiempo, la fotografía de tema indígena alcanzará
altísimos niveles de interpretación autora!. Fotógrafas como Gertru-
de Dubby, Mariana Yampolsky, Graciela Iturbide, Flor Garduño y Ali-
cia Ahumada destacan por fundir los múltiples ciclos de la eternidad
indígena junto a sus sueños y fantasías personales.

Martha Rosa Miranda Santos
Georgina Rodríguez Hernández
IMPRESiÓN FOTOGRÁFICA: RAMÓN FERNÁNDEZ y ALFONSO MEDINA

Fototeca Culhuacán
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Diálogo inturcultural
y dumocracia
Miguel Alberto Bartolomé
CENTRO INAH OAXACA

reo necesario reflexionar respecto al significado del énfasis en

ivindicación cultural que se manifiesta en los actuales

ientos etnopolíticos. Y es precisamente porque la ape-

lación a la cultura propia es lo que los diferencia de otros mo-

vimientos sociales contemporáneos. Sin embargo, hasta el

presente, se tiende a valorar más el potencial político de la et-

nicidad, que el aspecto cultural que la define y que le otorga

especificidad respecto a otros movimientos sociales. Sin esta

dimensión, que no vacilo en calificar de civilizatoria, un mo-

vimiento étnico podría ser equiparable a cualquier grupo de in-

terés que se organiza como grupo de presión. Esta última

perspectiva reduccionista se basa en una visión instrumental,

dentro de la cual lo étnico se comporta exclusivamente como

un medio para un fin (Glazer y Moyniham, 1975), sin reparar

en que la filiación étnica se mantiene más allá de la obtención

de los fines propuestos. Incluso en ocasiones se pretende colocar

a la cuestión étnica dentro de la problemática general de los

derechos de los grupos subordinados o minoritarios, tales como

los homosexuales, las sectas, las minorías raciales, etcétera (R.
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a la cuestión étnica dentro de la problemática general de los

derechos de los grupos subordinados o minoritarios, tales como

los homosexuales, las sectas, las minorías raciales, etcétera (R.

Segato, 1998). Se confunde así a los sujetos sociales, ya
que las tradiciones civilizatorias alternas no son equiva-
lentes a las diferencias subculturales, raciales o sectoria-
les de la nacionalidad dominante, aunque todos tengan
derecho a ser reconocidos. A estas percepciones subya-
ce todavía una imagen totalizadora de las colectividades
nacionales, analizadas sólo en términos de su homogenei-
dad o heterogeneidad internas, y no de la multiplicidad
de culturas que ahora buscan ser reconocidas dentro de
un mismo Estado. Ya en otra oportunidad (M. Bartolo-
mé, 1998) he destacado que las etnia s son las "operado-
ras" de los procesos civilizatorios, en la medida en que
cada una de ellas es portadora, creadora y reproductora
de las grandes tradiciones civilizatorias del área que hoy
conocemos como América Latina. En todas las comuni-
dades étnicas operan formas específicas de ese comple-
jo proceso de producción de significados, que los
antropólogos llamamos cultura, y que exhibe la riqueza
de la alteridad frente a los homogeneizantes aparatos es-
tatales. Sin embargo, esas definidas existencias cultura-
les carecen todavía de una presencia política formal en
las instituciones republicanas.

La Organización de Estados Americanos (OEA)

reúne teóricamente a más de veinte Estados-nacionales
de América Latina, si excluimos a las representaciones
de Estados Unidos y el Caribe. Pero esa misma veinte-
na de Estados está poblada por más de 400 grupos etno-
lingüísticos, número que incluso puede aumentar de
acuerdo con los criterios utilizados en su definición y que,
en conjunto, suman más de 42 millones de seres huma-
nos. Este abigarrado panorama incluye microetnias, es de-
cir grupos humanos cuya población oscila entre
centenares y pocos miles de miembros; numerosas son
también las mesoetnias, representadas por las colectivi-
dades etnolingüísticas constituidas por decenas de miles
a cientos de miles de personas y, finalmente, las macroet-
nias, entendidas como aquellos grupos cuyos miembros
ascienden a millones de personas. Cabe aclarar que este
uso de los conceptos de micro, meso y macro etnias, alude
exclusivamente a la magnitud numérica, criterio que por
lo general condiciona la presencia política y cultural mi-
crorregional, regional o estatal de las poblaciones nati-
vas.2 Sin embargo, ninguna de estas colectividades
étnicas está representada en la OEA, organización que re-
úne exclusivamente a las etnias-nacionales construidas
por los Estados herederos de las jurisdicciones adminis-
trativas coloniales, ya que ninguno de ellos está configu-
rado a partir de una comunidad étnica nativa. Hemos
aprendido a convivir con este escándalo sin advertir que
lo era; lo asumimos como una característica normal de
nuestras sociedades políticas, olvidando que éstas han
sido voluntariamente construidas y que por lo tanto pue-
den ser repensadas y redefinidas. La ausencia de escán-
dalo no debe sorprendemos, puesto que incluso en la
mayor organización multicultural del mundo, las Nacio-
nes Unidas, la lógica política y los procedimientos deci-

sorios derivados de ésta, responden a los modelos impues-
tos por los países occidentales que reproducen también
en este ámbito su hegemonía.

Resulta entonces indudable la necesidad de desa-
rrollar mecanismos o estructuras deliberativas y de ne-
gociación, que incluyan una participación equilibrada de
las partes, de acuerdo con el reconocimiento formal de
los derechos a la autodeterminación y a la construcción
de configuraciones autonómicas por parte de las culturas
indígenas. Los procesos orientados hacia una nueva ar-
ticulación política de las colectividades étnicas y los Es-
tados requieren de estrategias que posibiliten esta relación
a través de un diálogo que no se parezca a los actuales
monólogos de los Estados, mismos que tienden a imagi-
nar a sus interlocutores de acuerdo con su propia imagen
y semejanza. La construcción del Otro puede ser cuestio-
nable desde el punto de vista antropológico, ético o filo-
sófico, pero resulta absolutamente perversa desde el punto
de vista político.3 Un aspecto clave de esta relación su-
pone el desarrollo de múltiples foros, que permitan el
diálogo entre interlocutores pertenecientes a sociedades
culturalmente diversas. Pero dichos foros no pueden se-
guir siendo pensados desde el poder y la lógica hegemó-
nica. Se trata de construú nuevas comunidades de
comunicación y de argumentación intercultural, algunos
de cuyos aspectos formales ya han sido abordados por la
reflexión antropológica. Siguiendo las propuestas éticas
de Karl-Otto Apel, Cardoso de Oliveira (1998) ha desta-
cado que en las relaciones interculturales el diálogo suele
estar comprometido por las reglas del discurso hegemó-
nico. Ante esta verticalidad se requiere de la creación de
consensos mínimos, de espacios semánticos compartidos



que posibiliten una ética discursiva común a ambas partes.
La racionalidad de la argumentación intercultural, enten-
diendo racionalidad en términos weberianos de eficacia
a fines, supone un esfuerzo adicional de sus protagonis-
tas, orientado por el propósito de lograr un acuerdo que
facilite la comunicación dentro de una ética compartida,
y de normas que sean reconocibles para los distintos in-
terlocutores, sin que éstos se vean obligados a abdicar de
sus diferencias.

La demandas indígenas contemporáneas colocan
a las configuraciones estatales ante la necesidad de desa-
rrollar un nuevo modelo de sociedad basado en la arti-
culación de la diversidad y no en la búsqueda de la
homogeneidad, que históricamente se ha expresado como
represión de lo diferente. Es por ello que los protagonistas
de los actuales sistemas interétnicos tienen la obligación
de conocerse mejor para intentar al menos comprender-
se. Desde el punto de vista lingüístico, los indios han
hecho y hacen el esfuerzo mayor: millones de ellos han
aprendido el castellano para comunicarse con los otros,
pero muy pocos no-indios han aprendido algún idioma
nativo. El diálogo intercultural que nuestra época reclama
requiere entonces de un mayor esfuerzo comprensivo, que
nutra la imaginación política orientada hacia la construc-
ción de sociedades multiétnicas igualitarias y democrá-
ticamente participativas.

La pluralidad de situaciones étnicas existentes
implica que la redefinición de su inserción dentro de los
marcos políticos estatales, supondría también una plura-
lidad de negociaciones posibles. No se puede proponer,
por lo tanto, un único modelo para la reestructuración de
las relaciones entre los Estados y las etnias, como lo pre-
tenden algunos irreflexivos redactores de estatutos jurí-

dicos, sin correr el riesgo de reiterar las imposiciones de
un orden político externo sobre las sociedades alternas
al Estado. En estos momentos, las propuestas autonómicas
coexisten con las demandas de representación política en
las instituciones republicanas o con la configuración de
nuevos tipos de sistemas federativos, que contemplen las
especificidades culturales de las poblaciones de las dis-
tintas regiones de un mismo Estado. Los planteos de cons-
tituir Estados independientes son casi inexistentes, aunque
algunos miembros de la intelectualidad indígena puedan
haberlo sugerido en contados casos. Las voluntades ma-
yoritarias se orientan a construir puentes interculturales
y no brechas entre las culturas diferenciadas, ya que se
buscan nuevas formas de convivencia y no de aislamiento.
En todo caso, los distintos modelos posibles serán resul-
tantes de una multiplicidad de negociaciones, las que
deberían basarse en primera instancia en la ya mencio-
nada comunidad de argumentación intercultural. Aunque
sea como una especie de tipo ideal que sirva de referen-
cia para la acción, la construcción de la comunidad de
argumentación representa un paso necesario para el diá-
logo.

Quizás parezca irreal la propuesta de esta comu-
nidad de argumentación ante el muchas veces dramático
panorama contemporáneo, pero si no recurrimos a un
diálogo estructurado de acuerdo con nuevas reglas, la
violencia aparecerá como única alternativa contestataria.
El proceso de las luchas étnicas está en marcha. Sus ten-
dencias actuales indican que éstas se incrementarán y sus
demandas se harán cada vez más intensas, hasta obligar
a los Estados-nación a aceptar definitivamente su presen-
cia. Presencia no sólo física, sino también cultural y po-
lítica, que impulsará transformaciones sociales cuya
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naturaleza real queda por hoy restringida al ámbito de la

reflexión utópica. Pero ámbito de la utopía posible, si

aceptamos que todo proyecto de futuro comienza por es-

tructurarse en el plano de lo imaginario. Las sociedades

plurales, multiétnicas y plurinacionales deberán abrir las

compuertas de torrentes sociales hasta ahora largamen-

te reprimidos, y esto conllevará necesariamente su rees-

tructuración en términos distintos de los actuales. Para

ello los órdenes estatales precisan abandonar su carácter

coercitivo y alienante, para llegar a ser órganos político-

administrativos de sociedades múltiples, abiertas a la

presencia de la alteridad que las constituye y despojadas

de la reificación de sí mismas.

La pluralidad cultural y la interculturalidad alu-

den a una problemática más vasta que al solo reconoci-

miento político de la presencia de comunidades sociales

y culturales diferenciadas. Se trata de aceptar la existencia

contemporánea de múltiples opciones de civilización. El

reto del pluralismo no se reduce entonces a las presen-

cias que puedan o no ser aceptadas de acuerdo con su

mayor o menor reductibilidad al paradigma existencial

que hace suyo el Estado-nación, sino al pleno reconoci-

miento de las identidades alternas resultantes de dinámicas

civilizatorias autónomas, aunque dramáticamente vincu-

ladas al pasado y el presente de la expansión occidental.

Se trata de la construcción, tanto a nivel local como glo-

bal, de configuraciones democráticas multiculturales. La

articulación entre civilizaciones ha constituido y cons-

tituye un agente motor de la dialéctica social global, y no

sólo un momento de un presunto desarrollo civilizatorio

universal. La teleología histórica de un mundo único en

formación, avalada ahora por una globalización hegemó-

nica, ha sido en buena medida responsable de la carac-

terización residual o arcaizante de las presencias étnicas,

concepción que implícitamente avala una subyacente

vocación de dominación económica, cultural y política.

Las hegemonías no desean renunciar a su calidad de ta-

les; sin embargo, la viabilidad de las so-

ciedades plurales se optimizará en la

medida en que todos los sectores socia-

les, y no sólo los indígenas, adviertan las

alternativas políticas y las innovaciones

culturales que pueden generar las forma-
ciones sociales abiertas, en las que una

multiplicidad de logos dialogando en for-

ma equilibrada, ofrezcan nuevos horizon-

tes para la construcción o re definición de

los proyectos colectivos.

NOTAS
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Diversidad cultural y democracia.
Una mirada desde las lenguas indígenas
Pedro Lewin

a problemática aludida en el encabezado de este pequeño artí-

culo hace referencia a una multiplicidad de fenómenos, y ad-

mi-t variadas formas de aproximación conceptual. Por ejemplo,

una de las cuestiones aludidas se refiere al trato inequitativo que

las lenguas indias han recibido en la instrumentación de la edu-

cación. Tuvieron que pasar casi cincuenta años del siglo pasa-

do para que las instituciones oficiales y la legislación asumieran

la conveniencia de sustentar los procesos educativos en la lengua

materna de la población indígena. Hoy en día, cuando este pa-

radigma ya forma parte de los supuestos políticos y teóricos de

la educación, todavía asistimos a insuficiencias, contradiccio-

nes y fracasos que necesariamente nos llevan a revisar aspec-

tos metodológicos de los procesos educativos, así como a

repensar la noción misma de diversidad lingüística y cultural.

Pienso que el énfasis de la lengua materna en la educación

a partir de los años setenta respondió, entre otras razones y de

manera importante, a una actitud que con la misma fuerza pero

con signo contrario, se oponía a la larga historia de homogenei-

zación cultural del país. El recurso lingüístico, la castellanización
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do para que las instituciones oficiales y la legislación asumieran

la conveniencia de sustentar los procesos educativos en la lengua

materna de la población indígena. Hoy en día, cuando este pa-

radigma ya forma parte de los supuestos políticos y teóricos de

la educación, todavía asistimos a insuficiencias, contradiccio-

nes y fracasos que necesariamente nos llevan a revisar aspec-

tos metodológicos de los procesos educativos, así como a

repensar la noción misma de diversidad lingüística y cultural.

Pienso que el énfasis de la lengua materna en la educación

a partir de los años setenta respondió, entre otras razones y de

manera importante, a una actitud que con la misma fuerza pero

con signo contrario, se oponía a la larga historia de homogenei-

zación cultural del país. El recurso lingüístico, la castellanización

dígena uno de los espacios pri-

vilegiados para medir los avan-

ces en la realización de la

diversidad. Una aclaración ne-

cesaria: no estoy proponiendo

que la reflexión en torno a la in-

clusión/exclusión de las len-

guas indígenas del ámbito

educativo sea innecesaria o no

pertinente. Por el contrario. Sí

en cambio estoy argumentando

que el terreno educativo ha sido

uno de los ejes principales en la

ingeniería política de la diver-

sidad, lo que ha empobrecido y

fosilizado su comprensión. Por

este mismo camino, la sinoni-

mia entre diversidad y desigual-

dad no sólo ha encubierto a esta

última, sino que incluso ha bus-

cado imponer una homogenei-

dad donde ésta no existe.

En lo que resta de este espacio me propongo es-

bozar unas ideas en torno a la naturaleza de la diversi-

en sus diversas modalidades, constituía el mecanismo más

apropiado y directo. Se trataba de crear una sola 'visión

del mundo' (y una sola imagen de nación), y se partía de

la creencia de que esa única visión vendría automática-

mente acompañada (o prácticamente adherida a) del idio-

ma, del español en este caso particular.

Desde el otro lado, los partidarios de la diversi-

dad lingüística en la educación no lograron trascender

este razonamiento. Invirtieron sus contenidos pero deja-

ron intactas las condiciones de desigualdad social: la vo-

luntad política por proyectar la diversidad cultural del

país y por erradicar o disminuir las condiciones de la des-

igualdad pasaban necesariamente por incluir a las lenguas

indias en la educación, antes reprimidas o relegadas. En

este caso, como en el primero, y más allá de válidos ar-

gumentos pedagógicos y cognitivos, la diversidad lingüís-

tica y las consiguientes 'visiones del mundo' se verían

desplegadas como prolongaciones naturales y directas de

las lenguas indígenas. Esta ha sido una derivación de las

elaboraciones más frecuentes en el campo teórico de la

relatividad lingüística. Por lo demás, ambos pensamien-

tos reflejan la tradicional confusión entre diversidad y

desigualdad.

Aunque la cuestión educativa no sea la motiva-

ción central de estas notas, sí permite apreciar cómo una

interpretación errónea de la desigualdad social, identifi-

cada con el fenómeno de la diversidad, se traduce en una

visión estática y limitada de las lenguas y de la diversi-

dad misma. Dicho de otra forma, en la medida en que

desigualdad y diversidad sean fundidas, sólo basta resti-

tuir los espacios tradicionales de la diversidad para erra-

dicar la desigualdad. En el caso de las lenguas indígenas

de México, este ha sido el razonamiento predominante:

las lenguas deben estar presentes en los ámbitos tradicio-

nales de los grupos etnolingüísticos, siendo la escuela in-

dad lingüística y su vinculación con el problema de la

desigualdad social. Espero que estas ideas sean útiles para

repensar el fenómeno de la democracia.

Como dije antes, los estudios sobre relatividad lin-

güística asociados a la hipótesis Sapir- Whorf han sido una

fuente de inspiración para entender los fenómenos de di-

versidad. Pero debemos a los etnógrafos de la comunica-

ción, especialmente al trabajo de Dell Hymes, 1 el habernos

enriquecido con una perspectiva más dinámica y social-

mente más realista del significado y alcance de la relati-

vidad lingüística. A diferencia de los planteamientos o

interpretaciones clásicas de la relatividad, centradas prin-

cipalmente en análisis de sistemas, la etnografía de la

comunicación antepone la dimensión de los eventos co-

municativos y de los usuarios de las lenguas. Según esta

última perspectiva, la diversidad lingüística está precedida

por una relatividad sociolingüística primaria que consis-

te en las diferenciadas modalidades en que el lenguaje par-

ticipa de la vida social. En este razonamiento, la capacidad

del lenguaje para influir sobre el comportamiento de los

individuos depende entonces del modo en que el lengua-

je como tal es incorporado a eventos comunicativos espe-

cíficos. En esta visión, el papel comunicativo del lenguaje

es anterior y envolvente de los procesos de categorización

lingüística de la experiencia social de los hablantes, ade-

más de que los eventos comunicativos como tales se en-

cuentran a su vez diferenciados en su capacidad para

consolidar visiones del mundo y categorizar la experien-

cia. Es decir, no todos los eventos tienen la misma rele-

vancia. Como puede verse, la noción de evento y la de

participación/ acceso de los sujetos en ellos está en el

primer plano de la reflexión sobre el significado yalcan-



ce de la diversidad. Es esta perspectiva de la diversidad

que me interesa enfatizar en este momento.

Esto significa que la diversidad no sólo está aso-

ciada a la variedad de lenguas, sino que constituye una

realidad constitutiva de la lengua misma o, más precisa-

mente, del uso de una lengua. La diversidad así concebida

no es el resultado de la existencia de múltiples idiomas,

como tampoco la variedad de idiomas será la garantía de

la existencia de la diversidad. Como podrá apreciarse, son

dos cosas completamente distintas. En última instancia,

la multiplicidad de idiomas implica una mayor comple-

jidad en la 'organización de la diversidad', pero no cons-

tituye su razón de ser, lo que equivale a decir que tanto

los contextos multilingües como los monolingües com-

parten esta dimensión primaria de la diversidad.

De lo anterior se desprende una cuestión que, a

mi modo de ver, es fundamental para entender la dimen-

sión política de la diversidad lingüística. Recuperando el

razonamiento anterior en el sentido de priorizar la natu-

raleza de los eventos y el acceso de los sujetos a ellos, el

problema de la diversidad se presenta entonces como un

escenario definido por una distribución desigual del co-

nocimiento y de los recursos lingüístico s y comunicati-

vos que están al alcance de los sujetos. Es decir, no todas

las personas adquieren y cargan con el mismo tipo de sa-

beres, como tampoco tienen el mismo dominio de los

repertorios comunicativos de una sociedad. Obviamen-

te esta desigualdad en la distribución no es indicativa de

la naturaleza de las personas, aunque a veces así quiere

verse, sino el resultado directo de un tipo especial de re-

gulación y control de los eventos comunicativo s en los

que aquellos conocimientos y recursos lingüístico s se

adquieren y practican. En última instancia, se trata de una

distribución desigual y controlada de los eventos mismos

y de un acceso diferenciado de los sujetos, los usuarios,

los hablantes. En definitiva, es en esta regulación contro-

lada de la distribución y acceso de los eventos que radi-

ca la lógica del poder y, dada su manifiesta invisibilidad,

su consiguiente apariencia de ser una realidad ahistóri-

ca, desinteresada y carente de protagonistas o responsa-

bles. Es de esta manera que el problema de la diversidad

está estrechamente relacionada con la dimensión del po-

der y podríamos decir que es de esta forma como los pro-

cesos comunicativos intervienen en la configuración de

las relaciones sociales y en los mecanismos que subyacen

a las prácticas del poder.

Aclarado lo anterior, estamos en condiciones de

entender por qué y cómo la diversidad lingüística del país

(las lenguas indias de México) está asociada al problema

de la desigualdad social, y de qué manera esto obstacu-

liza los procesos de construcción democrática. Para em-

pezar, necesitamos partir del hecho de que la desigualdad

social en México estuvo cimentada (y lo sigue estando)

-desde la perspectiva de las lenguas indígenas y de sus ha-

blantes- sobre procesos de exclusión que marginan a los

grupos indígenas en la definición y acceso a aquellos even-

tos significativos en los que se regula y controla la vida

de la sociedad en su conjunto. En este sentido -y siguien-

do la sugerente conceptualización de Gerald Berreman so-

bre desigualdad social y estratificación-2 hay dos

aspectos importantes que mencionar. Primero, una socie-

dad étnicamente estratificada excluye, por definición, la

posibilidad para que "lo étnico" participe en la defini-

ción de las 'reglas del juego' que regulan la distribución

y el acceso a los recursos que finalmente establecerán las

formas de 'organizar la diversidad'. Segundo, y en estre-

cha relación con lo anterior, los mecanismos de movili-

dad social están abiertos a las personas en su calidad de

individuos, y sólo en la medida en que esta movilidad

deje intactas las condiciones estructurales de la desigual-
dad social. 3

Esto quiere decir que a los hablantes de las len-

guas indias les está restringida, si no excluida, la posibi-

lidad de intervenir en aquellos espacios (eventos) que

precisamente regulan la vida política de la sociedad. De
hacerlo, sólo podrán realizarlo ajustándose a las reglas del
juego preestablecidas. Esto puede constatarse a través de
los múltiples ejemplos en los que individuos indígenas
adquieren posiciones de poder, representaciones populares
dentro de las estructuras políticas establecidas como di-
putados, senadores, o incluso como presidentes de la re-
pública, así como a través de los tradicionales mecanismos
de cooptación colectiva propios de las estructuras corpo-
radas que invisibilizan e inviabilizan la cuestión étnica,
a la vez que proyectan una imagen de participación real.

Ahora bien, regresando por un momento al pro-
blema de la distribución desigual en el acceso a los even-
tos comunicativo s que, en otras palabras, podríamos
referir como el acceso diferenciado y condicionado a las
instancias de decisión política, nos queda claro entonces
que no todos los eventos y espacios asumen la misma
importancia, especialmente si privilegiamos la perspec-
tiva del poder. Así, no resulta lo mismo, políticamente
hablando, que las lenguas indígenas se "conserven" en sus
territorios tradicionales y que las políticas oficiales se
orienten a procurar este destino, a que las lenguas indias
y sus hablantes permeen los espacios de la administración
pública nacional, de procuración de justicia y los múlti-
ples ámbitos estatales de control político. Estos últimos
espacios son fundamentales. Insistir en la primera alter-
nativa, de reforzar las condiciones locales de la diversi-
dad lingüística, tiene el riesgo, por un lado, de
desestructurar (por vía de la subordinación) los mecanis-
mos y el tejido social del poder local y, por el otro, de
convertirse en renovadas formas de colonialismo inter-
no. Se trataría, por el contrario, de transformar cualita-
tivamente las condiciones que subyacen a las reglas del
juego. En otras palabras, no se trata de llenar vacíos a
imagen y semejanza de los sectores dominantes, social-
mente no indígenas, sino de alterar la lógica misma que
sustenta y posibilita la distribución desigual del poder.

Es en estas condiciones que podemos re-
tomar el problema de la relatividad lingüís-
tica y las 'visiones del mundo' asociadas a
la diversidad cultural. Una de las cuestio-
nes que están presentes en los planteamien-
tos de las autonomías indígenas es la que se
refiere a los derechos individuales/ colecti-
vos de los pueblos indios. Reflexionar en
torno a la autonomía indígena significa, en-
tre otros aspectos, repensar las condiciones
que sustraen a los indígenas la posibilidad
de intervenir en esos eventos de decisión
política y repensar la arquitectura misma de
la organización del poder. El estancamiento
en la concreción de la iniciativas de las au-
tonomías indígenas no se debe a las dificul-
tades para satisfacer demandas puntuales,
perfectamente viables a través de presupues-
tos y cuotas de poder, sino sobre todo al

hecho de que las autonomías presuponen, a mi modo de
ver, un cambio radical y cualitativo de esa organización
del poder.

Es desde esta perspectiva que la diversidad lin-
güística puede entablar un diálogo con la democracia. Se
trata, desde esta visión, de generar las condiciones para
que esta diversidad contextualice y, por este camino,
redefina la naturaleza del poder. N o creo que estemos
aspirando a que la diversidad lingüística se despliegue
dentro de los límites establecidos, a la manera de 'repú-
blicas de visiones'. Creo que la diversidad y las visiones
del mundo que parcialmente puedan estar asociadas al
multilingüismo intra e interlingüístico merecen y nece-
sitan estar acompañadas de poderes reales. Se trata, final-
mente, de procurar visiones del mundo con y en el poder,
en diálogo y reciprocidad con las demás diferencias.4

1 Hymes, Dell, Foundations in Sociolinguistics. An Ethnographic Appro-
ach, University of Pennsylvania Press (1974).
2 Berreman, Gerald, "Sociallnequality: A Cross-cultural Analysis", en
Berreman (ed.), Sociallnequality: Comparative and Developmental Appro-
aches, New York, Academic Press (1981).
3 En su artículo "Diversidad sociocultural y educación en México", Er-
nesto Díaz-Couder ha desarrollado esta perspectiva y ha hecho impor-
tantes contribuciones a la reflexión sobre la educación indígena en México.
En: Elba Gigante (ed.), Escuela y educación. El estado de la refiexión
en México, México, CNCA (en prensa).
4 A este respecto véanse las sugerentes ideas de Norbert Bilbeny en:
"¿A qué llamamos fundamentalismo?", incluido en el Suplemento 6 de
Diario de Campo, enero-febrero (2000).
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Cultura política
y divursidad cultural:
algunos ejumplos du
la diallíctica comunitaria
inturgunuracional
Ricardo Melgar
L. Miguel Morqyta
Alfredo Paulo Mqya
Ma. Cristina Saldaña Fernández

oraremos una significativa muestra de lo que es la cultura
po í .ca contemporánea en los pueblos nahuas del estado de
M elos, recordando que se trata de una entidad federativa en
la que éstos carecían de visibilidad etnopolítica hasta fechas muy
recientes. Bajo el horizonte de un Estado etnocrático, federal
y republicano, cribado a lo largo de casi dos centurias, la mo-
derna cultura política estatal fue marcada por diversas aunque
convergentes tradiciones autoritarias. Sigue pendiente que la
reforma al artículo cuarto constitucional se traduzca en el ejer-
cicio de una ciudadanía que reconozca y acepte la real diver-
sidad etnocultural de Morelos.

En lo particular, nos aproximaremos desde nuestras tres
calas locales al tejido complejo de creencias, ideas, sentimientos,
códigos de comunicación y de lealtades primordiales que se
expresan de manera faccional, oscilando entre el disenso y el
consenso en el seno de los parcialmente restringidos aunque
legitimados marcos de la ritualidad cívica comunitaria. Igual-
mente, nos interesa marcar algunas líneas de continuidad y rup-
tura, por ejemplo, en torno a la pérdida de gravitación de las

Programa Regional Morelos
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tradicionales redes intergeneracionales. Tomaremos en
cuenta nuestros registros etnográficos sobre la toma de de-
cisiones en forma colectiva en torno a quiénes y cómo se
debe de gobernar, cómo se deben de administrar los di-
ferentes recursos colectivos y cuáles acciones pueden te-
ner mayor legitimidad y prioridad para el bien común.

Los procesos cuhurales, a través de las cuales se
van conformando los accesos al gobierno y a la toma de

permitieron acumular simbólicamente el respeto y el
prestigio social necesarios.

El contexto económico y social del país y de la
región hizo necesario realizar cambios. El gobierno de los
tatas fue sustituido por el gobierno de personas de menor
edad y experiencia, pero con mayor relación y compren-
sión dentro del sistema dominante y los grupos externos
que lo conforman. El proceso de modernización educa-

decisiones, son procesos decantados históricamente por
las imposiciones supracomunitarias y sus respectivas
prácticas de resistencia. Reelaboraciones, rechazos y sub-
ordinaciones van configurando las sensibilidades y res-
puestas que toman y practican las comunidades
tradicionales. Los casos que a continuación presentamos
son muestras de los procesos arriba señalados.

Las siguientes líneas darán cuenta de algunas estrategias
de gobierno colectivo construidas por el pueblo de Oco-
tepec en las últimas décadas. Como muchos otros pueblos
de Morelos y aun de otros estados, Ocotepec era gober-
nado por los viejos o tatas, es decir, por aquellos miem-
bros de la comunidad que por su amplia experiencia en
los diferentes asuntos de la vida comunitaria -lograda
a través de una vida dedicada a cumplir con una buena
cantidad de cargos y servicios civiles y religiosos-, les

tiva operó como telón de fondo, privilegiando los sabe-
res emergidos de la cultura letrada y sus modos secula-
rizados de expresión y comportamiento público, sobre los
saberes tradicionales sostenidos por la experiencia, la
ritualidad religiosa y la oralidad.

La función de las máximas autoridades civiles
locales, como mediadores validados por la experiencia
para actuar en los conflictos de las familias y de los in-
dividuos, derivó a otras instancias fuera del pueblo, op-
tando por una salida impersonal. Esto se debió a que los
más jóvenes tomaron distancia frente a un saber y una
autoridad, acostumbrada a dirimir los pleitos más comu-
nes entre la población local, conforme a la tradición y a
una práctica de mediación basada en el respeto. Ahora,
muchos pobladores van con las autoridades municipales
y estatales a demandarse entre sí, lo que termina en sen-
tencias y divorcios. Los espacios tradicionales de media-
ción y, con ellos, una de las funciones comunitarias de
los tatas, se devaluaron al ritmo de la modernización y



ampliación de las redes sociales supracomunitarias. Tam-
bién es cierto que las tasas demográficas de los pueblos
crecieron de manera significativa, afectando los espacios
primarios de interacción social.

Cambió el tipo de personas que desde entonces
gobiernan y se ha dado una paulatina apertura a las for-
mas de manejo social de lo político, hasta llegar a con-
formarse en lo que se llaman las planillas. Estos grupos
de filiación política -que no necesariamente partidista-
se adentraron en la práctica de la postulación de candi-
datos en paquete reconocidos por un color, sea la plani-
lla verde, la azul o la roja. Esta práctica quedó muy lejos
de la tradicional deliberación que los viejos hacían para
iniciar a los nuevos cargueros y autoridades. A pesar de
que esta transformación de las formas de acceso a ser au-
toridad tuvo efectos de toda índole sobre la vida social
y cultural de Ocotepec, los conceptos "respeto y traba-
jo para el bien del pueblo", mismos que legitiman el ac-
ceso a la vida pública y sirven de referente sobre lo que
es correcto y lo que no lo es dentro el comportamiento
social, se han mantenido.

Si bien el complejo grupo de personas y funciones
que constituían los tatas dejó de ser el gobierno en sí,
éstos no desaparecen del panorama de la diligencia y su
presencia queda enmarcada dentro de la vida ritual de
la comunidad. Ya sin el nombre de tatas, ciertos hom-
bres y mujeres tienen un alto rango social por el traba-
jo y el respeto que han ido cristalizando en sus personas;
por ejemplo, aquéllos que saben manejar el lenguaje re-
verencial en situaciones de alto protocolo. Antes este len-

guaje se conocía como huehuetlatolli, más tarde se co-
noció en español como el de la gente que sabe el habla
del respeto. Los rezanderos, los representantes de los
barrios, los diferentes mayordomos, los maestros de las
bandas y de las danzas y los que conservan mucho de la
historia oral del pueblo, y parte de la gente que funge
como asesores del ritual, llegan a tener un lugar no le-
jano al de los tatas.

Ocotepec es un pueblo muy famoso por su capa-
cidad de resistencia; se trata de uno de los más fuertes en
este sentido y hay que remarcar que se encuentra en una
zona donde los pueblos vecinos se han enfrentado -y ga-
nado- en conflictos agrarios nada menos que a la Secre-
taría de la Defensa Nacional, al gobierno estatal, a la
Universidad Autónoma del Estado de Morelos y a gran-
des empresas hoteleras y turísticas, como el Hotel Villa
Béjar y la Compañía KS (promotora de un club de golfmul-
timillonario) .

La cárcel de este pueblo tiene en su historia el
haber hospedado a parte de infractores menores y ma-
yores, a policías municipales, estatales judiciales e, in-
clusive, a miembros del ejército federal. Carlos
Basauri, en su monografía de los años treinta, reporta
el fuerte carácter autónomo de cara a los gobiernos en
turno y sus fuerzas de seguridad. El pueblo ha prefe-
rido autocuidarse frente al injerencismo estatal. Toda
esta capacidad y actitud de autonomía y resistencia no
sería fácil de explicar sin tomar en cuenta que el pue-
blo se mueve a través de ejes comunitarios donde los
hombres y mujeres de respeto, trabajo y experiencia son
referentes de mucha importancia en el curso del accio-
nar del pueblo.

Otro aspecto interesante de este pueblo es el que
se refiere a quién puede y quién no aspirar a recibir te-
rrenos de las reservas de Ocotepec. El derecho al repar-
to de la tierra sólo lo tienen los nativos del pueblo y no
los avecindados. Esta es la ley que acuñó el supremo le-
gislador: el pueblo. Se consideran nativos a quienes tie-
nen un mínimo de dos generaciones de ancestros directos.
Es decir, cuando se reparte algún paraje, para recibir un
predio de tierra comunal hay que tener abuelos y padres
nacidos en Ocotepec. Ellos y sus familias han aportado
su trabajo para la comunidad y es esto lo que legitima su
derecho a la tierra. Cada grupo que administra bienes
comunales territoriales tiene entre sus miembros perso-
nas de edad y conocimiento en la historia agraria de la
mayoría de los predios y parajes. Son voces que pesan en
las decisiones de asamblea.

En pocas palabras, la comunidad de Ocotepec ha
sabido refuncionalizar el papel de los tatas, aprovechando
sus conocimientos y el propio significado de su existen-
cia. Al excluirlos de la esfera del mando directo, su pre-
sencia en otras esferas de la vida comunitaria se ha
mantenido y a veces ampliado, aunque no siempre. No
sólo ha sido el aprovechamiento de la experiencia de los
viejos lo que les ha permitido seguir vigentes en un pla-
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A pesar de ello, la elección del
ayudante municipal se confirmó el 12 de
diciembre mediante una nueva asamblea
comunitaria. A través de este mecanismo,
vecinos provenientes de los cinco barrios
propusieron a sus candidatos, los cuales
fueron anotados en un pizarrón; posterior-
mente cada uno de los asistentes señaló con
un gis al candidato de su confianza, por lo
que emitió su voto públicamente. Los dos
candidatos que reunían el mayor numero
de votos fueron nombrados ayudante titu-
lar y suplente, cargos que habrían de des-
empeñar durante un año.

A las asambleas comunitarias
asisten básicamente hombres; sin embar-
go, la participación de las mujeres se ha
incrementado en los últimos cinco años,
contrariamente al de los jóvenes, quie-
nes tienden a restar importancia a este

tipo de eventos.
Actualmente los criterios de elección se relacio-

nan con la experiencia adquirida al negociar con instan-
cias externas a la comunidad o en su "éxito" como
comerciantes; esto es, se trata de vecinos "con estudios"
que de alguna u otra forma saben dirigirse ante instancias
estatales y municipales. Tal fue el caso de los dos últi-
mos periodos cuando fueron elegidos un pasante de me-
dicina y un ingeniero agrónomo; no obstante, estas
personas tendieron a menospreciar las formas comunita-
rias de tomar decisiones.

Entre las principales funciones del ayudante
municipal se encuentra la de convocar a las asambleas co-
munitarias, a fin tratar asuntos relacionados con el po-
blado, así como gestionar recursos para realizar obras
públicas. Sin embargo, ante las diversas presiones ejer-

cidas por parte de la presidencia munici-
pal e instancias estatales, incluidas la
corruptelas clientelares, algunos ayudan-
tes han tomado decisiones prescindiendo
de la consulta en asamblea. Este distan-
ciamiento entre la autoridad local y la
comunidad le restó a la gestión de la pri-
mera legitimidad comunitaria, según se
pudo confirmar con la opinión de la ma-
yor parte de los hueyapeños

Por otra parte, en los últimos cin-
co años se han manifestado diferencias
políticas entre la presidencia municipal de
Tetela del Volcán y los vecinos de Hue-
yapan, por lo que las autoridades muni-
cipales -en coordinación con los
hueyapeños priístas- han promovido la
creación de comités barriales. Estos últi-
mos son el vehículo clientelar de la cabe-
cera municipal hacia la localidad,

no más reservado, también ha sido la vigencia de los con-
tenidos ideológicos, aunque menos evidentes, que le dan
presencia a los tatas.

A mediados de la década de 1960, bajo las presiones de
la cabecera municipal -en coordinación con un grupo de
profesores nativos de Hueyapan (progresistas)-, una
asamblea comunitaria logró imponer a un "joven" para
desempeñar el cargo de ayudante municipal. Esta acción
fue muy mal vista por los "mayores", quienes hicieron
pública su inconformidad al suspender su relación con los
cargos de gobierno, por lo que actualmente sus funciones
quedaron reducidas a la celebración de las ceremonias
religiosas.



canalizando de manera discrecional la
entrega directa de algunos recursos y
apoyos. Esta estrategia política ha refor-
zado la presencia del PRI local en los
diferentes barrios de la comunidad, a la
vez que ha deteriorado la legitimidad de
los ayudantes, pues al minimizar sus
funciones, algunos vecinos consideran
que el cargo ha dejado de tener impor-
tancia.

La paulatina pérdida de legitimi-
dad y consenso por parte del ayudante
municipal, ha afectado sus fueros polí-
ticos y su representatividad social. Fren-
te a ello, la autoridad local, en algunas
casos, ha mostrado una gran habilidad
para involucrar en la toma de decisiones
a los ejidatarios, a los integrantes de la
junta del agua potable y a los comuneros, generando una
coyuntural base social de apoyo. La posibilidad de recu-
perar legitimidad y poder local sigue dependiendo de las
asambleas comunitarias, en las que participa un gran nú-
mero de vecinos provenientes de los distintos barrios de
Hueyapan; en ellas se discuten y toman decisiones relacio-
nadas con la comunidad.

No obstante, en la mayoría de los casos la pérdida
de poder se ha tratado de compensar mediante el estable-
cimiento de alianzas con instancias municipales y esta-
tales. Sin embargo, al surgir diferencias de poder
supracomunitarias, el ayudante ha tendido a establecer
alianzas provenientes de partidos políticos opositores
como el PRD y Verde Ecologista o de las organizaciones
no gubernamentales. Al respecto valdría la pena señalar
que los ayudantes, al asumir las formas de organización
de los partidos políticos y de las organizaciones no gu-
bernamentales, tienden a desconocer o menospreciar las
asambleas comunitarias o barriales, por lo que la gran
mayoría de los vecinos optan por no participar en las
actividades y reuniones que los ayudantes convocan. Esto
es, la gestión del ayudante en turno carece de la legiti-
midad otorgada por la mayoría de la población.

Tales han sido los casos relacionados con la elec-
ción de los candidatos contendientes al cargo de presiden-
te municipal, ya que los partidos políticos como el PRO

y el Verde Ecologista han tendido a imponer como
candidatos a personas con las que mantienen vínculos
clientelares. Esta situación reproduce nuevamente el dis-
tanciamiento entre los candidatos políticos locales y las
asambleas comunitarias, afectando sus niveles de legiti-
midad y, probablemente, la intención del voto.

Cabe resaltar que la estrategia priísta frente a
los espacios locales dista de agotarse en lo ya dicho
sobre la función de los comités barriales. Sucede que
el PRI local -y para efectos de campaña electoral-
opta por otra estrategia, aparentemente más acorde con
los usos políticos comunitarios, al tratar de imponer y

ratificar a sus candidatos a través de las asambleas co-
munitarias. No obstante, en los últimos tres años se han
notado diferencias profundas entre ese partido y el
pueblo de Hueyapan, que han mostrado su desacuerdo
con las formas y modos de elección del candidato a
presidente municipal. En 1993 se materializó un res-
quebrajamiento político que ya se avizoraba. Nos re-
ferimos a la asamblea comunitaria que eligió a un
candidato para contender a la presidencia municipal,
quien al no ser reconocido por el PRI local (esto es, al
quedar fuera de tiempo y lugar en los espacios políti-
cos de mediación intra municipal), provocó que una
comisión comunitaria se diera a la tarea de establecer
contactos con los partidos de oposición, logrando re-
gistrar a su candidato bajo la bandera del PRD.

Aunque se perdieron las elecciones por un esca-
so margen de 200 votos, el ayudante municipal de Hue-
yapan perdió eficacia como mediador frente a los
conflictos que tuvieron lugar entre vecinos y el encargado
del orden en la comunidad, bajo el nuevo contexto social
y político. La autoridad local quedó fuera de juego como
mediadora, frente al paulatino incremento de la violen-
cia (asociada al consumo de alcohol y al narcotráfico).
Con el establecimiento del ministerio público en la ca-
becera municipal en 1980, esta función quedó delegada
a las instancias municipales. De hecho, durante las últi-
mas dos décadas y aun antes, se había evitado utilizar la
cárcel ubicada en la ayudantía municipal. Esta renuncia
del ayudante municipal al ejercicio de sanciones y medi-
das de protección públicas en Hueyapan, se ha reforza-
do con el riesgo de caer en falta por usurpación de
funciones propias de instancias municipales, estatales y
federales, además de estar sujeto a la presión de los or-
ganismos defensores de los derechos humanos.

Acompaña a este proceso de desestructuración
del poder local, el abandono de algunas formas de orga-
nización comunitaria de voluntarios ligadas al orden pú-
blico (comandantes, cabos de guardia y soldados).
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Contribuyó a ello el hecho de que los comandan-

tes comenzaran a percibir un ingreso salarial por parte del

mUlllClplO.

"Bien bien que respetan al comandante pos no, ve

como en Tetela hay policías, judicial, comandantes y

así hacen su desmadre. Había cabo de guardia, te-

nía que tener cabos de guardia, tenía que mandar a

llamar a recoger información y barrer. Y era patrióti-

camente gratis, pues. Y ahora ya no. Ahora ya tiene

sueldo, desde hace como tres años, más. Se acabó

el gobierno. Ahora ya no funcionan, ya les dan pa-

trulla, las guardias de vecinos ya no funcionan como
hace dos años."

En Hueyapan existen otros cargos de gobierno que

involucran la participación de vecinos y la toma de de-

cisiones en torno de los recursos existentes en la comu-

nidad, entre los cuales destacan el comisariado ejidal,

comisariado comunal y la junta del agua potable.

En todos los casos la elección de los cargos (pre-

sidente, secretario y tesorero) se realiza mediante asambleas

convocadas por la autoridad, que está a punto de culminar

su gestión. En lo que concierne a la elección de los cargos

de comisariado de bienes comunales y del comité del agua

potable, llegan a participar del 60 al 80 por ciento del to-

tal de los jefes de familia, mediante el voto público. En cuan-

to a la elección de los cargos del comisariado ejidal, sólo

participa el 20 por ciento del total de los jefes de familia,

y si bien éstos se eligen mediante una asamblea, en la pro-

puesta de los candidatos se expresa una fuerte influencia por

parte del PRI local y estatal, a través de la CNC.

Habrá que resaltar que el "comité del agua pota-

ble" y el "comisariado de bienes comunales" no son ins-

tancias reconocidas jurídicamente por las entidades

gubernamentales, por lo que no se contemplan dentro de

sus presupuestos. De esta forma, en ambos casos la toma

de decisiones se relaciona básicamente con la organiza-

ción y realización de las faenas comunitarias (ya sea para

reparar o resguardar los pozos, tubos y bosques o para

, sancionar a sus integrantes). Así, la gran

mayoría de los jefes de familia en Hueya-

pan se organizan en torno a dos de prin-

cipales recursos de la comunidad: el agua

y las tierras comunales.

Caso contrario sucede con la co-

misaría ejidal, que al ser reconocida ju-

rídicamente en forma anual, es sujeto de

apoyos económicos y créditos prove-

nientes de instancias municipales, esta-

tales y federales. De esta manera, la

toma de decisiones se relaciona con el

manejo de estos recursos, para lo cual se

realizan asambleas o se delega la respon-

sabilidad en el comité del comisariado

ejidal: el secretario y el tesorero. Sin

embargo, en la mayoría de los casos tan

sólo se ej ecutan las órdenes y planes de

trabaj o de las instancias extralocales.

En razón de la división del poder en Hueyapan,

es difícil afirmar la existencia de un cargo de gobier-

no que represente en su totalidad al pueblo de esta lo-

calidad. Si bien el comisariado de bienes comunales y

el comité del agua potable cuentan con el consenso y

el apoyo de la mayoría de los jefes de familia para rea-

lizar obras comunitarias, carecen sin embargo de recur-

sos económicos y de apoyos externos. Mientras tanto,

la comisaría ejidal, si bien cuenta con recursos econó-



micos y apoyos externos, carece del consenso de los
jefes de familia y más bien tiende a obedecer a los in-
tereses del PRI estatal y federal.

Dado lo anterior, adquiere importancia el papel
del ayudante municipal, quien -como se ha menciona-
do- sí muestra voluntad y habilidad para involucrar a
estas tres instancias de gobierno. Mediante la realización
de asambleas de barrio y comunitarias, puede llegar a ser
reconocido como la máxima autoridad del poblado. De
esta forma, al ser legitimado como el principal deposi-
tario del poder, puede llegar a tomar decisiones que in-
volucren la participación de los vecinos en los cinco
diferentes barrios de Hueyapan. Lamentablemente, los
ayudantes "con estudios" han tendido a menospreciar la
toma de decisiones mediante asambleas comunitarias y
barriales; asimismo, la estrategia "clientelar" de la pre-
sidencia municipal de otorgar apoyos y servicios direc-
tamente a los comités barriales, ha tenido repercusiones
sobre su autoridad y, por lo tanto, en su capacidad de con-
vocatoria en la toma de decisiones.

Imaginar el pasado no tan remoto de las comunidades in-
dígenas del poniente de Morelos como Xoxocotla y Atla-
choloaya, nos conduce a un panorama diferente al que
observamos hoy en día. En la toma de decisiones políti-
cas era importante la autoridad de la gente mayor; los
hombres que llegaban a ocupar puestos de autoridad acu-
mulaban prestigio y respeto, pues dejaban temporalmen-
te su trabajo para ocuparse de esa responsabilidad. A ellos
les tocó coordinar un trabajo comunitario relacionado con
la gestión de servicios como la introducción del agua po-
table, la luz eléctrica o la construcción de caminos. La la-
bor colectiva que implicaban estas obras creó fuertes lazos
de reciprocidad y de interés por el beneficio comunitario.

En Atlacholoaya los ancianos conformaban un
grupo que había ganado prestigio por su buen desempe-

ño en algún cargo civil o religioso. La
autoridad en turno debía escuchar sus re-
comendaciones para la resolución de pro-
blemas y en la toma de decisiones
importantes para la comunidad. El respe-
to tenía mucho que ver con la autoridad
ejercida, legitimada por el pueblo.

En Xoxocotla el reconocimiento
de una persona mayor era ganado me-
diante el trabajo en beneficio común; los
ancianos tenían una autoridad moral re-
conocida al interior de la localidad. Sin
embargo, no tuvieron relación con el
nombramiento de un grupo que "repre-
sentara" al pueblo por una iniciativa del
gobierno estatal, como se dio mediante la
creación del grupo oficial de Los tatas, en
1934. En esa época eran hombres jóvenes

que no necesariamente contaban con la legitimación de
sus conciudadanos. Su función era la de recibir con una
ceremonia tradicional (incienso y collares de cempasú-
chil) a las personalidades políticas que visitaran el pue-
blo. Las acciones de este consejo no tenían mayor
trascendencia. Es frecuente escuchar cuestionamientos
descalificadores acerca de ellos: "el consejo de ancianos
no tiene legitimidad por parte del pueblo, salen a encon-
trar a los funcionarios pero no piden nada cuando vienen
los candidatos, no piden nada para el pueblo, no se fijan
si piden una ayuda"; esta actitud de "no pedir nada" es
sólo una muestra de la sumisa posición de estos simpa-
tizantes del partido en el poder.

Ciertos cambios se fueron profundizando en la
vida del Xoxocotla, mismos que implicaban una mayor
presencia de grupos e intereses ajenos al manejo comu-
nitario de los intereses del poblado. Por ejemplo: en el
ámbito politico, el diálogo ha sido un instrumento crea-
dor de consensos al interior de la comunidad. En las
asambleas muchos se conocen y es ahí en donde se reco-
noce la facción a la cual pertenecen. Sin embargo, esta
instancia va perdiendo fuerza como espacio de diálogo.
Por otra parte, cuando diferentes grupos de la comunidad
entablan comunicación con instituciones municipales y
estatales, entran en juego una serie de intereses e inter-
pretaciones discordantes entre gobierno y comunidad que
implican un mayor conocimiento de las formas y relacio-
nes del ámbito oficial.

Abordar el tema de la democracia nos conduce a
considerar la forma de la toma de decisiones que orien-
taron la trayectoria política de las comunidades, la figura
de la autoridad y el ejercicio del voto. En estos tres as-
pectos precisamente se dieron muchos de los cambios
arriba señalados que a continuación pasamos a mostrar:

Es fácil incurrir en la glorificación del pasado,
pero algunas situaciones de manipulación política, en la
que se privilegian intereses de grupo, se han venido dando
desde hace mucho tiempo. En Xoxocotla se recuerda la



figura de una autoridad que se mantuvo

mucho tiempo en el poder, quien convo-

caba a asambleas y pedía firmas a los

concurrentes; iba entonces con el presi-

dente municipal y le decía: "mira, la gen-

te no quiere que me quites del mando".

Esta práctica de ampararse bajo la som-

bra de listados firmados ante instancias

superiores no ha desaparecido; frente a la

autoridad superior se justifica con ellos

su presencia, mientras que en el ámbito

local su cargo se tambalea y no pocos de-

sean que sea destituida.

Muchas veces las estrategias de

que se vale la gente en el poder son faci-

litadas por personas de las comunidades
. l' f' 'd d 1 FOTO: Alicia Ahumada 1983que tIenen re aClOnes y a mI a es con as '

autoridades, especialmente estatales. Uti-

lizan su influencia para conseguir empleos, piden a nom-

bre del pueblo material de construcción, despensas,

bienes que acumulan y que en el periodo de campañas po-

líticas distribuyen para la "compra" de votos.

La lucha por contar con la mayoría de sufragios

se debe a que, gracias a ello, se obtiene un puesto públi-

co que ahora constituye un beneficio personal, salarios e

influencias. Los regalos efímeros otorgados a los simpa-

tizantes en periodo electoral logran su objetivo: el voto.

En ese sentido, no se les puede acusar abiertamente de

fraude. Existe conciencia de que, si bien la autoridad en

turno ha sido electa por la comunidad, responde sin em-

bargo a intereses del gobierno estatal y municipal y no al

de la gente que los nombró, a pesar de ser gente "estudiada"

y de poca experiencia. Actualmente no es generalizada una

buena opinión sobre la autoridad local; se plantea que no

cumple bien sus funciones, que está sujeta a "lo que le or-

denen de arriba" y no ve la solución de los problemas de

la comunidad. La autoridad se legitima en el pueblo a tra-

vés de: "el respeto (que) se gana con trabajo, y la autori-

dad (actual) no se lo ha ganado porque no se nota que esté

haciendo bien su trabajo".

En la actualidad una vez que es nombrada una au-

toridad no se le cuestiona su procedencia partidista sino

la capacidad y el compromiso que muestre para realizar

un trabajo en beneficio de la comunidad, para ganarse a

la gente como la autoridad que es, con el compromiso

explícito de "velar" por el bien común.

El cambio que llevó a la pérdida del gobierno de

los viejos es en parte explicable por el tipo de estrategia

y formas de dominio implantadas por los grupos domi-

nantes y que exigían respuestas nuevas. Por ejemplo, cuan-

do el poder oficial ejerce sus mecanismos de dominación

sobre la comunidad a través de estrategias como la nego-

ciación, esto implica un diálogo que se establece entre au-

toridades municipales y estatales con representantes de

la comunidad. Generalmente, la negociación deriva en una

disyuntiva, que pone en la balanza una solución inmedia-

ta convenida con la autoridad mayor o una solución a largo

plazo, en la cual la comunidad se fortalece, se identifica.

La opción por una solución rápida crea desconcierto en

la comunidad y la organización comunitaria se debilita.

Ejemplo de esta situación fue el caso de la mo-

vilización llevada a cabo para lograr una nueva redistri-

bución del agua potable en 1998. Xoxocotla tomó el

liderazgo, la comunidad se movilizó y organizó planto-

nes en la carretera y en el palacio de gobierno. Se acep-

tó una negociación, se recibió dotación de agua mediante

pipas, y el apoyo económico del gobierno municipal para

la construcción de unas 400 cisternas. Sin embargo, "la

comunidad", ese grupo que participó y evidenció ser una

mayoría en el pueblo (la oposición), hubiese querido ga-

nar más transformaciones, independizar su propia red de

agua, destituir a la autoridad, ir más a fondo, lograr cam-

bios sustanciales.

El gobierno de los viejos probablemente no tenía

la capacidad de confrontar y construir las estrategias de

resistencia como la que construyeron los jóvenes líderes

que conformaron la "oposición" en Xoxocotla, con tra-

bajo, con participación, con el cuestionamiento de su rea-

lidad y con la búsqueda de resultados concretos.

En estas líneas se han mostrado, en forma muy

breve, tres casos del relevo que los gobiernos llamados de

los jóvenes han ejecutado sobre el gobierno de los tatas.
La presencia de estos últimos ha quedado incrustada de ma-

nera diferenciada en la vida ritual de los pueblos y, en al-

gunos casos, sigue teniendo una posición distinguida como

depositarios de la historia y la tradición, ejes de la vida

comunitaria. Queda claro que no todos los pueblos siguie-

ron las mismas estrategias para enfrentar los nuevos retos

políticos y culturales de los últimos tiempos. Cada una de

las estrategias camina entre la organización comunitaria

y las imposiciones hegemónicas externas.

1 Avance del colectivo de investigación del Centro INAH Morelos. Proyecto:
"Etnografía de las regiones indígenas de México en el nuevo milenio".



Diversidad con dorechos [políticos]

Pablo Yanes Rizo
SECRETARÍA DE
DESARROLLO SOCIAL
GOBIERNO
DEL DISTRITO FEDERAL

Lo propio de la democracia no es la rápida y resuelta
acomodación de las identidades subalternas en la identidad dominante)

sino la lentay esforzada construcción entre todos)
de una identidad política nueva.

Norbert Bilbeny. Democracia para la Diversidad

ntro actual del debate, académico y político, sobre la diversi-

da ultural es el de los derechos que dicha diversidad implica.

ste marco hemos visto un proceso de apropiación estatal del

discurso de la pluralidad, en el cual ésta queda convertida en un

mero ritual festivo, en un proceso sin sujeto, en una imagen sin

implicaciones jurídicas ni políticas: en un pluralismo Jight.

Un pluralismo sin derechos, una diversidad sin sujetos

colectivos de derecho es la fórmula del actual párrafo prime-

ro del artículo cuarto constitucional. La contradicción intrín-

seca de este precepto reside en que, de un lado, habla de que

la nación tiene una composición pluricultural sustentada en los

pueblos indígenas y del otro, remite a la ley la protección de

las lenguas, costumbres, recursos y formas específicas de orga-

nización social de estos mismos pueblos, esto es, revela preci-

samente los límites de un reconocimiento de la diversidad que

no se extiende al reconocimiento de los derechos colectivos de

los pueblos que le dan sustento.

Por ello, el debate en materia indígena es hoy el deba-

te de los derechos. Aquí no hay apropiación estatal posible. El
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colectivos de derecho es la fórmula del actual párrafo prime-

ro del artículo cuarto constitucional. La contradicción intrín-

seca de este precepto reside en que, de un lado, habla de que

la nación tiene una composición pluricultural sustentada en los

pueblos indígenas y del otro, remite a la ley la protección de

las lenguas, costumbres, recursos y formas específicas de orga-

nización social de estos mismos pueblos, esto es, revela preci-

samente los límites de un reconocimiento de la diversidad que

no se extiende al reconocimiento de los derechos colectivos de

los pueblos que le dan sustento.

Por ello, el debate en materia indígena es hoy el deba-

te de los derechos. Aquí no hay apropiación estatal posible. El

incumplimiento de los Acuerdos de San Andrés ha corri-
do paralelo a la iniciativa discursiva del gobierno fede-
ral por intentar redefinir la problemática indígena como
un asunto de pobreza, marginalidad, desarrollo social y
falta de oportunidades. No ha habido un esfuerzo por re-
apropiarse de un discurso en clave de derechos, sino por
su transformación en un discurso sobre pobreza y gasto
público. Se presenta un diagnóstico en el que el proble-
ma no es el tipo de Estado, sino la falta de éste. N o es la
naturaleza excluyente de la diversidad del pacto políti-
co que nos rige, sino la baja densidad estatal en las regio-
nes indígenas. Pero lo más preocupante es que este
discurso corre de la mano de la lectura de la problemá-
tica indígena como un asunto de seguridad nacional y su
corolario inevitable: los procesos de militarización y pa-
ramilitarización.

Así, la militarización, el incumplimiento de San
Andrés y el eje discursivo estatal en materia indígena
obedecen al esfuerzo de intentar sustraer las demandas de
los pueblos del ámbito de los derechos y, por ende, del
ámbito de la política, porque los derechos son, en esen-
cia, reconocimiento de poder frente al Estado y frente a
terceros.

Independientemente de la carencia actual de me-
canismos de exigibilidad y justiciabilidad de los derechos
sociales, su mero reconocimiento significa desatar un
proceso que conlleva modificaciones cualitativas en el
peso político de los diferentes actores sociales y políti-
cos. En el caso de los pueblos indígenas el reconocimiento
de sus derechos como tales significará un nuevo punto de
partida en su proceso de recomposición, un nuevo rol
social y político, una nueva plataforma de negociación,
una nueva manera de plantear su participación en la cons-
trucción de los futuros pactos políticos del país. Signifi-
cará, sin duda, también el quiebre definitivo del viejo

sistema de sometimiento y control político de los pueblos
por las cadenas corporativas en las regiones indígenas, sin
duda alguna las más arcaicas y violentas de la nación.

Hay que tomar en serio a la diversidad, lo cual
implica tomar en serio a los derechos. Una diversidad con
derechos implica una profunda transformación del orden
jurídico y del orden institucional del país. Implica tam-
bién, en consecuencia, una transformación del conjunto
del Estado, del espacio de representación y reproducción
de lo público. La diversidad no puede ser, en consecuen-
cia, un elemento aditivo en un régimen político que la ex-
cluye. Es, por el contrario, un elemento de impacto
transversal en la estructura de las instituciones públicas,
una realidad filosa que debe cortar longitudinalmente al
Estado. De ahí la tenaz resistencia a asumir las implica-
ciones de nuestra diversidad cultural. Se le acepta en la
medida que sea testimonial, retórica, de vitrina, pero se
le combate en la medida en que implique re distribución
de poder, reformas constitucionales y legislativas, trans-
formación de las instituciones.

El asunto de la debida representación y peso po-
lítico de los pueblos indígenas es de carácter estratégico,
pero es también un asunto no resuelto en cuanto a sus mo-
dalidades y alcances. A la fecha, el tema de los derechos
políticos, en ausencia del reconocimiento de la autono-
mía como garantía constitucional, se ha planteado en
cuatro caminos principales que, en mi opinión, dejan sin
resolver el asunto principal: el de una estructuración del
poder político coherente y representativa de nuestra di-
versidad cultural.

Los cuatro caminos hasta ahora propuestos son:
dos, en el campo de las propuestas políticas, la redistri-
tación electoral y la creación de una nueva circunscrip-
ción plurinominal ("la sexta circunscripción") para
elección de diputados indígenas, y otros dos, expresados



un problema de minorías y no de pue-
blos, como un asunto aditivo y no
constitutivo de toda propuesta políti-
ca nacional, y como una reafirmación
de la marginalidad, nuevamente podría
mejorar, con todas las implicaciones se-
ñaladas, la representación indígena in-
dividual, pero no resolvería el de la
representación colectiva.

De distinta naturaleza es el pro-
blema planteado en la legislación oaxa-
queña. Este primer esfuerzo por
reconocer las implicaciones en el cam-
po de la política de la diversidad cul-

tural y que, por cierto, algunos ensayistas empiezan a
definir ya como una situación de "esquizofrenia institu-
cional", tiene dos limitaciones de fondo: su reducción a
los ámbitos municipales y su encajonamiento en los as-
pectos procedimentales. Esto es, no implica una reforma
en la manera de conformación del congreso del estado,
no implica modalidades nuevas de participación políti-
ca a escala estatal, mientras que en 10 referente al muni-
cipio no redefine su composición y funciones, salvo en
10 que respecta a la duración del cargo. Es, por ello, an-
tes que una reforma en 10 sustantivo, una adecuación en
10 procedimental.

El caso de Sonora es aún más revelador de la
marginalización de la representación política indígena.
El Código Electoral del Estado en su artículo 19 señala
que la integración del municipio "se podrá complemen-
tar con regidores de representación proporcional y con
un regidor étnico propietario", los cuales "serán desig-
nados conforme a los usos y costumbres de dicha etnia".1
Con 10 anterior se consagra al municipio como órgano aje-
no a la participación política indígena, pero que incor-
pora en calidad de minoría a un representante de "la
etnia" asentada en dicho municipio. No hay reconoci-

miento al sistema de autoridades indí-
genas, sino tan sólo absorción de un
"regidor étnico" como representante
subordinado, sin competencias, ni fa-
cultades, ni poder alguno.

De los ejemplos arriba menciona-
dos se desprende que la diversidad cul-
tural y los derechos políticos que le
son consustanciales implican mucho
más que modificaciones adaptativas de
los actuales órganos de representación
política. Lo cierto es que las institucio-
nes políticas de la nación fueron dise-
ñadas y construidas desde la lógica del
Estado monocultural excluyendo la di-
versidad cultural y, en particular, a los
sujetos de derecho colectivo que deno-
minamos pueblos indígenas. Por ello es-
tamos frente a la necesidad de un

en reformas legislativas vigentes ya, la vía de "la elec-
ción de ayuntamientos en municipios que se rigen por
usos y costumbres" prevista en el Código de Institucio-
nes Políticas y Procesos Electorales del Estado de Oaxaca
y el nombramiento "por usos y costumbres de regidores
étnicos" de acuerdo con el Código Electoral del Estado
de Sonora.

Nadie podrá negar la necesidad de una nueva re-
distritación electoral, local y federal, que incorpore el
criterio de regiones culturales y atienda la densidad de
la presencia indígena. La última redistritación del Instituto
Federal Electoral, por ejemplo, no la incorporó y segui-
mos así en un proceso de división y pulverización del
voto indígena. Siendo indispensable esta redistritación
para romper con la actual subrepresentación indígena en
las cámaras, queda planteado el asunto de que no es su-
ficiente con que haya más diputados indígenas, pues ello
sólo permitiría mejorar, en el mejor de los casos, la re-
presentación indígena en cuanto ciudadanos, pero no per-
mitiría una debida representación en cuanto pueblos.

Es el mismo problema que tiene la propuesta de
crear una circunscripción especial. Además de abrir una
perspectiva en la cual la cuestión indígena aparece como



rediseño institucional en el que la diversidad tenga cabida,
representación y garantía de reproducción.

La Cámara de Diputados expresa, al menos for-
malmente, la naturaleza republicana del país. Es la ex-
presión de la representación de los ciudadanos
individuales. La Cámara de Senadores es, también for-
malmente, la expresión del pacto federal. En ella se en-
cuentran representados en condiciones paritarias las
entidades federativas de la nación. Sin embargo, en nues-
tro sistema bicameral no hay, por ahora, un mecanismo
de representación de los pueblos como tales. N o es 'op-
ción suficiente que haya más diputados y senadores in-
dígenas, aunque es importante que los haya. Hacen falta
otros medios adicionales de construcción y canalización
de la representación política indígena y de su participa-
ción en la toma de decisiones a escala nacional.

Todo lo anterior implica contar con una visión
integral del asunto en debate, pero incorporando siempre
una visión de proceso abarcadora de la complejidad po-
lítica, jurídica, social, presupuestal y operativa que im-
plica construir un orden democrático de la diversidad
cultural. Se nos plantea así la necesidad de pensar los
derechos políticos indígenas en una perspectiva de pro-
ceso en tres vertientes principales:

• Una, la del reconocimiento de la autonomía como ga-
rantía constitucional y la definición de una jurisdicción
indígena, esto es, el conjunto de derechos colectivos cuya
vigencia y positividad demandan de un espacio territo-
rial preciso;

• Dos, el derecho a la identidad y a una ciudadanía multi
e intercultural en todo el territorio nacional, dentro y fue-
ra de los territorios indígenas, esto es, la vigencia de los de-
rechos ciudadanos individuales en un contexto de diversidad
cultural. Ello es particularmente relevante porque permi-
te abrir una vía de superación en el conflicto aparente en-
tre "derechos colectivos y derechos individuales" y entre
"ciudadanía étnica y ciudadanía nacional" dentro y fuera
de los territorios indígenas. Además, habida cuenta de las
fuertes corrientes migratorias indígenas, esto es fundamental
porque los derechos indígenas no pueden ser entendidos

como derechos confinados a espacios te-
rritoriales delimitados, sino que tienen
proyección nacional en una dinámica so-
cio-demográfica en que lo indígena cada
vez es más urbano y lo urbano es también
cada vez más indígena .

• Tres, la conformación de formas
efectivas de representación política
indígena en los ámbitos estatales y na-
cionales de decisión, pero como repre-
sentación política de pueblos. El punto
de partida es reconocer un nuevo tipo
de unidad de la nación sobre la base del

reconocimiento de los derechos colectivos de los pueblos
y, por ende, una nueva identidad nacional en la que se
supere la contradicción y subordinación entre "identidad
indígena" e "identidad nacional". Si la nación es pluri-
cultural también lo debe ser nuestra identidad nacional.
La diversidad cultural está en el conjunto de la nación,
es un asunto de todos, no un asunto exclusivo de los pue-
blos indios. Todo ello requerirá del re diseño de institu-
ciones existentes o de la creación de nuevas en las que se
exprese esta diversidad de pueblos o de una combinación
de ambas alternativas. Puede ser un nuevo poder del Es-
tado tipo ombusdman social, puede ser una nueva estruc-
turación del Senado en la que se combine la representación
de entidades federativas con la representación de pueblos,
puede ser, incluso, un nuevo tipo de cámara con facultades
y atribuciones para todo aquello que afecte o interese a
los pueblos indígenas y a la diversidad cultural.

Lo relevante es señalar que la articulación de estas
tres vertientes (autonomía indígena, ciudadanía multicul-
tural, poder político nacional de la diversidad) produciría
un espacio de ejercicio de derechos políticos en el que se
retroalimentarán lo colectivo, lo individual, lo local y lo
nacional. La autonomía permitirá construir nuevas rela-
ciones de poder dentro del ámbito de lo local-colectiv-º.,.
la ciudadanía multicultural permitirá la vigencia de de-
rechos dentro de lo individual-nacional y las nuevas for-
mas de representación política permitirían avanzar en el
ámbito de lo colectivo-nacional.

Se trata, sin embargo, de una discusión que es
necesario empezar a desarrollar. No es ni de lejos un asun-
to resuelto, como tampoco lo es ahora el de la represen-
tación y la interlocución política indígena. Pero hacia allá
nos conduce el debate siempre y cuando tomemos en se-
rio a la diversidad cultural y asumamos que tiene varios
apellidos. El de los derechos políticos de los pueblos es
uno de ellos.

1 Boletín Oficial. Órgano de difusión del Gobierno del Estado de Sono-
ra. Tomo CLVII, número 51, Sección 1, lunes 24 de junio de 1996.



La política da la tolarancia
He aprendido a respetar las ideas de los otros)

a detenerme de frenta al secreto de cada conciencia)
a entender antes de discutir y a discutir antes de condenar.

yporque estoy en vena de confesiones) hago una última)
quiZá supeJjlua: detesto a los fanáticos con toda mi alma.

N orberto Bobbio) "Prefazione alla prima edizione",
Italia Civile, Florencia, Passigli Editori, 1986, pp. 11-12.
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Isidro H. Cisneros
FLACSO, SEDE MÉXICO

Los valores y la dimensión normativa de la demo-

cra(üa. Diversos autores han coincidido en el definir a la de-

racia como un sistema ético-político. Es decir, como un

sistema que además de representar un conjunto de institucio-

nes, de procedimientos y de técnicas de gobierno para la toma

de decisiones políticamente significativas, también encarna un

conjunto de valores, principios y normas de convivencia sin las

cuales este particular tipo de régimen político no podría sobre-

vivir. Entre estos valores destacan, de modo especial: la ausen-

cia de cualquier tipo de violencia para la solución de las

controversias, la moderación y el libre debate de las ideas en-

tre los miembros de la Polis, los ideales de la fraternidad, de

la igualdad y de la libertad política, el gobierno de las leyes por

encima del gobierno de los hombres y, no menos importante,

el principio de la tolerancia, del cual nos ocuparemos en esta

ocasión. Sobre esta línea de reflexiones, hablando de democra-

cia muy seguido nos referimos no a las instituciones que la con-

forman sino a un "centro ideal", no a los medios o a los

procedimientos que la caracterizan, sino a los fines que se de-
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Justificación de los movimientos
autonomistas en la democracia global
Norbert Bilbeny
UNIVERSIDAD DE BARCELONA

1nuevo mundo red hay un lugar justificado para los nacio-

os subestatales y los movimientos autonomistas en ge-

. Me refiero a aquellas comunidades o grupos que aspiran

al autogobierno político de un territorio en nombre de la iden-
tidad nacional.

A mi modo de ver, la razón de ello es más pragmática

que de cualquier otro tipo, como sería la invocación a la his-

toria o a la propia identidad colectiva. Radica en el hecho de

que hoy, y en un futuro previsible, el principal problema del

mundo interdependiente consiste en encontrar un ajustamien-

to equilibrado entre, por un lado, el mundo en globalización

acelerada, incluida algún día la democracia y, por otro, la so-

ciedad humana con sus instituciones, culturas diferenciadas e

identidades individuales. En este debate, con otras palabras,

entre el mundo informacional y el mundo valorativo, la función

de los movímientos autonomístas puede que no sea del todo de-

terminante, pero sí es, creo, altamente contributiva al necesa-

rio equilibrio aludido. La aportación de tales movimíentos al

control del mundo red podría y debería darse, a mi entender,



en dimensiones básicas como las que daré a continuación,
sin que impliquen un orden de prioridad.

1) Una defensa de la identidad comunitaria, y en un
sentido suficientemente amplio que incluya la de su iden-
tidad nacional, puede coexistir positivamente con la so-
ciedad global, para empezar en la dimensión económica
misma. Las comunidades autogobernadas son útiles para
evitar la centralización del poder económico y hacer valer
el principio de subsidiariedad: que no se decida arriba
todo lo que se pueda decidir abajo.

2) También son útiles para justificar y hacer más apli-
cables los sistemas de protección social. En este mismo ám-
bito, deberían ser beneficiosas para sensibilizar a la propia
burguesía, o grupos de capacidad de inversión económi-
ca, respecto del interés hacia su territorio y sociedad, dada
la actual tendencia de las familias con poder económico
a trasladar sus inversiones y actividades fuera del ámbi-
to de su comunidad cuando ésta es pobre o poco desarro-
llada, así como a rehuir la inversión en bienes culturales
o relativos al patrimonio natural de su país.

3) Desde un punto de vista más político, los movi-
mientos autonomistas pueden hacer un importante servi-
cio a la vida democrática. Para comenzar, y tratándose
de la defensa de una identidad social, son útiles como fre-
no contra la individualización masiva comportada hoy por
una globalización sin control social. A su vez, son ven-
tajosos como disposición favorable a desarrollar, de ma-
nera tácita o explícita, una cultura cívica de la mutua
transacción de intereses. Se trata de una cultura común

de mínimos que es indispensable en cualquier parte para
el arraigo de la democracia, más aún en sociedades plu-
riculturales como las que se extienden hoy por el mun-
do. La solidaridad, en cualquier caso, tiene más
oportunidades de darse allí donde la identidad social de
rasgos compartidos le favorece, y los movimientos auto-
nomistas democráticos la fomentan o deberían hacer lo.

4) Desde una perspectiva cultural, la justificación de
los nacionalismos subestatales y de los movimientos au-
tonomistas en general es también, de entrada, pragmáti-
ca, en tanto que éstos ayudarían a hacer que se tuviera más
en cuenta a una particular comunidad nacional en los di-
ferentes ámbitos de decisión estatal, federal, continental
y mundial. La presencia de una comunidad nacional no
estatal en el mundo red estará siempre en proporción con
la propia identidad y cohesión que los autonomistas de-
fienden. Pero, con todo, la principal razón cultural para
justificar los nacionalismos subestatales y los movimien-
tos autonomistas en pleno siglo XXI ya no es, a mi modo
de ver, pragmática, sino la defensa de la lengua y las cul-
turas de un territorio como valores únicos e irrepetibles
en el patrimonio de la humanidad. Esta sola razón bas-
taría para justificar el autonomismo entero.

Ahora bien, no es lo mismo que estos movimien-
tos que aspiran al auto gobierno se expresen en favor de
una identidad nacional polítÍca que en apoyo de una iden-
tidad nacional cultural, la que para mi país, Cataluña, es
la llamada "catalanidad". En la identidad nacional polí-
tica caben las culturas existentes en una comunidad, pero



en la identidad nacional de orden, en cambio, cultural,
sólo cabe la cultura considerada por algunos "autóctona"
o "tradicional", aquella que es elevada a la categoría mí-
tica, para mi caso, de la catalanjdad. En cada país la cul-
tura mayoritaria o por lo menos dominante ha tendido a
hacer lo mismo. En los Estados Unidos el meJúng pot de
principios del siglo xx y la ameácanjzaúon de los años
veinte y treinta del mismo siglo se hicieron, sin embar-
go, bajo la hegemonía de la cultura anglófona, blanca,
protestante y de valores liberales, que imponía a todos
los inmigrantes que se querían nacionalizar el deber de
la angloconformüy. Cada estado nacional moderno sumi-
nistra ejemplos parecidos de la húpanjdad española o el
creusetfrancés, patrimonializado por la etnicidad gallo-
úe, hasta el patrón báÚsh del Reino Unido o el Deuts-
chtum alemán, o incluso la Raza para algún estado
latinoamericano.

La identidad nacional conseguida bajo el mode-
lo, pues, monocultural, no ha tardado en mostrar sus efec-
tos contraproducentes, con la creación de sociedades
duales o minorías tarde o temprano excluidas dentro de
un mismo territorio. La identidad nacional se ha de re-
solver, por tanto, en términos poljÚcos eminentemente
constitucionales de aculturación o trasvase cultural ba-
sado en el diálogo equilibrado de las culturas y en la in-
tegración democrática de todas ellas en un todo nuevo y
de carácter compartido. No lo ha de hacer, en cambio, en
términos culturales o de peligroso uso político de la cul-
tura, como se pretende con la defensa de las susodichas

"catalanidad", o "españolidad", o "hispanidad", entre
tantos ejemplos contemporáneos. Todas ellas han veni-
do a dar malos resultados nacionales por el hecho de ba-
sarse en la imposición de una identidad cultural sobre el
resto, al que se quiere temerariamente "asimilar" a la pri-
mera. Es por ello que un nacionalismo sube sta tal -por
ejemplo, en mi país el catalanismo político- o cualquier
movimiento autonomista del siglo XXI, coherente con los
valores de la globalidad democrática (como ideal aún, no
como hecho), no han de confundir la integración nacio-
nal con el proceso de asimilación de una cultura más "ca-
talana", o "española", o "hispana", más en una palabra
genUina, que otras culturas existentes en dichos territo-
rios. La identidad nacional sólo exige la integración a una
sociedad, no a una cultura en particular, como lo de la
"catalanidad" (o la "chiapidad", la "mexicanidad", et-
cétera), porque ninguna cultura, en rigor, puede erigir-
se en portadora de las esencias primordiales, ni tiene más
derechos que otras culturas. La identidad nacional es
política, no cultural.

Los movimientos autonomistas en general del
siglo XXI tienen que evitar también la apelación a los fac-
tores de identificación étnica a la hora de proponerse di-
cha defensa de la identidad nacional de las comunidades
en clave política. Apoyarse en signos tales como la raza,
la religión, la mitología, la historia, las tradiciones o la
misma etnicidad, convierten el movimiento de defensa de
una comunidad en un fundamentalismo regresivo en cuan-
to a la justicia y peligroso en materia de convivencia. Los

factores de identificación social o nacional reclamados
por los nuevos autonomismo s han de ser políticos, no
culturales, pero a la vez compatibles con la diversidad
étnica y cultural de cada comunidad y, siempre, suscep-
tibles de formulación democrática. A mi juicio, los fac-
tores de reivindicación autonomista o nacional deberían
ser por 10 menos los siguientes:

1) La verdadera autonomía política -legislativa, gu-
bernamental, judicial- y financiera de una comunidad na-
cional o subestatal por medios democráticos, como
expresión, ante todo, del reconocimiento político de su
sociedad y, al mismo tiempo, de la proximidad entre la
ciudadanía y las instituciones políticas. De esta manera,
debería esperarse que el primer signo de identificación
de los miembros de una comunidad autónoma fuera el
respeto a la ley, símbolo unitario por excelencia de una
sociedad democrática.

2) El interés por la lengua propú de la comum·dad y
la defensa de su uso generalizado en todo el territorio co-
mún, como instrumento de comunicación propio y, no
menos que eso, vehículo de integración social.

3) El conocúrlÍento sodal, en especial desde los cen-
tros de enseñanza, de la historia, la sociedad y las insti-
tuciones de la nación o comunidad, en el conjunto, no
obstante, de su posible diversidad étnica y cultural.

4) La adhesión a una cultura cívica compartida que
incluya, entre otros, los factores anteriores y se halle dis-
puesta al servicio fundamentalmente de la integración y
la participación democráticas en el marco de una creciente
diversidad cultural.

Al margen de todo esto, debería recordarse en todo
momento que, más allá de estos factores de identificación
social concretos, el más fuerte de todos ellos ha sido, es
y probablemente continuará siendo el buen ejemplo real
que pueda ofrecer cada comunidad por lo que respecta a
la voluntad de convivencia y al reconocimiento de la
aportación y la responsabilidad de cada uno de sus miem-
bros. Una comunidad será defendida en la medida que sus
habitantes se sienten bien en ella y resulte un mundo in-
teresante para los extranjeros.
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